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1. Poder de revisión de la Constitución

La sanción de una Constitución implica la juridificación del respectivo Estado,
es decir, establecer las reglas y los principios jurídicos que regularán la vida
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de la organización social y política. Y esa juridificación o constitucionaliza-
ción revestirá mayor grado de perfección y eficacia, en la medida en que exista
una armonización entre la realidad política o social, expresada en la correcta
valoración de las condiciones históricas, sociales, económicas, culturales,
etc., y la realidad jurídica, entendida esta como el conjunto de normas y prin-
cipios que integrarán la Constitución, destinados a regular la primera realidad
mencionada. En términos sencillos: se trata de adaptar las normas constitu-
cionales a la realidad política o social.

Naturalmente, que la tendencia de toda Constitución es plasmar ese grado de
armonización entre ambas realidades, pues de lo contrario, puede predecirse
que el texto constitucional adolecerá de una falencia muy grave, que probable-
mente conduzca en un corto tiempo a su “destrucción”. Ocurre normalmente
que esa armonización está presente ab initio en todas las constituciones, pero
lógicamente como consecuencia del transcurso del tiempo, y de la dinámica
social, se van a producir desfases entre esas dos realidades, generalmente
coyunturales, imposibles de ser superados por la vía de la interpretación rea-
lizada por los Tribunales Constitucionales en ejercicio de sus competencias,
verbigracia cuando una norma prevé la reelección presidencial inmediata, 
y la realidad política demuestra su inconveniencia.

En esa hipótesis, surge la necesidad de hacer reformas o modificaciones a la
Constitución, por supuesto sin que se produzca una ruptura de la regularidad
jurídica, con la finalidad de garantizar la referida armonización o adecuación
entre realidad política y realidad jurídica. Esa figura es conocida desde las
primeras constituciones de fines del siglo XVIII (Constitución francesa de
1791), con la denominación de “reforma o revisión constitucional”, con la
particularidad de que al fin y al cabo una reforma o revisión de la Constitu-
ción, implica necesariamente una modificación del trabajo elaborado por el
Poder Constituyente originario.

Resulta indudable entonces que la Constitución aprobada por el Poder Consti-
tuyente originario, puede ser reformada por un Poder Constituyente constituido
previsto en esa misma Constitución, siguiendo los lineamientos procedimentales
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que ella contiene. Por tanto, un sector de la doctrina, partiendo de un razona-
miento inscrito en la perspectiva de la lógica formal, sostiene que ese poder
de reforma o de revisión es un Poder Constituyente constituido, también
denominado instituido o derivado.

1.1. Los argumentos que sirven de fundamento a la tesis
que predica la existencia de un Poder Constituyente
constituido, derivado o instituido

Cabe señalar que la denominación de “constituido”, responde a que el titular del
poder de reforma o de revisión es un “órgano o poder constituido”, generalmente
el Parlamento, y la de “derivado” o “instituido”, porque encuentra su fundamen-
tación en el texto constitucional, razón por la cual se puede concluir que se trata
de un poder de naturaleza jurídica, constituido por el Poder Constituyente origi-
nario. Ahora bien, la doctrina mayoritaria1 predica la existencia de un Poder
Constituyente constituido, y a tal fin parte de la premisa relativa a su diferen-
ciación en el correspondiente marco conceptual, con el Poder Constituyente
originario. Así, si este es un poder fáctico, que como es sabido encuentra su
fundamentación en la política, el pretendido Poder Constituyente constituido,
es un poder jurídico, por ende, reglado, que encuentra su fundamentación en
el texto constitucional sancionado por el Poder Constituyente originario.

Por otro lado, el Poder Constituyente originario es un poder soberano, ilimi-
tado, que, como decía Sieyés, “todo lo puede”; y en tal sentido al carecer de
límites jurídicos estaría regido por el principio democrático, en tanto en cuan-
to su titularidad reside en el pueblo, o en la mayoría de él, quien la ejerce bien
directamente, o bien mediante representantes; en cambio, el pretendido Poder
Constituyente constituido, es un poder enteramente limitado, regido por el
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1 Cfr. Combellas, Ricardo: Derecho Constitucional. Una introducción al estudio de
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principio de supremacía constitucional, porque necesariamente debe ser ejercido,
so pena de nulidad, conforme a los términos estrictos de la Constitución.

A mayor abundamiento, cabe señalar que debido al carácter soberano e ilimi-
tado del Poder Constituyente originario, mediante su ejercicio, generalmente se
“destruye” el ordenamiento constitucional anterior, lo que está totalmente veda-
do al Poder Constituyente constituido, que únicamente puede reformar o revisar
la Constitución, sin posibilidad alguna de “destruirla” explícita o implícitamente,
porque los límites contenidos en el propio texto constitucional se lo impiden.

1.2. Los límites del poder de revisión
Resulta natural predicar la existencia de límites del poder de revisión, en virtud
de que en sí mismo constituye una potestad limitada, que tiene su origen en la
voluntad del Poder Constituyente originario de establecer en la Constitución, un
método, sujeto a determinadas reglas de revisión de sí misma. De modo, pues,
que si el denominado Poder Constituyente constituido es un poder limitado en sí
mismo, no debe extrañar que encuentre límites, no solamente de naturaleza pro-
cedimental, sino de naturaleza sustantiva, destinados a preservar el núcleo funda-
mental de la Constitución sancionada por el Poder Constituyente originario.
Dentro de esos límites destacan los denominados explícitos, textuales o cláusulas
de intangibilidad en términos de De Vega2 en virtud de que se encuentran expre-
samente formulados en la Constitución, y están referidos a los principios que legi-
timan el orden constitucional (estado de derecho, soberanía, separación de
poderes), los derechos fundamentales y valores superiores del ordenamiento jurí-
dico (libertad, justicia, igualdad, pluralismo, dignidad de la persona humana, etc.).

Existen diversas clasificaciones de esos límites y en tal sentido, Brewer3 pro-
pone una clasificación amplia, distinguiendo los siguientes criterios: i. Lími-
tes que se derivan de las propias regulaciones constitucionales en cuanto al
procedimiento de revisión. En efecto, las constituciones establecen precisos

2 De Vega, Pedro: La reforma constitucional y la problemática del Poder Constituyente.
Tecnos. Madrid, 1988, p. 242.

3 Brewer Carías, Allan: Estudios sobre el Estado Constitucional (2005-2006). Editorial
Jurídica Venezolana. Caracas, 2007, p. 721.
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procedimientos que deben seguir los integrantes del Poder Constituyente
derivado para la revisión constitucional, los cuales se erigen en límites cons-
titucionales adjetivos o procedimentales para la revisión constitucional. ii.
Límites que se derivan de las denominadas cláusulas pétreas o inmodificables.
Estos suelen establecerse en las constituciones, estando su contenido referido a
los principios o normas que se proclaman como irrevisables en forma total o
parcial. En algunos casos se trata de cláusulas expresas y otras implícitas. Cabe
precisar con Brewer que la consecuencia del traspaso de estos límites (máxime
si se trata de los expresos), por el Poder Constituyente derivado, conduce a
que las reformas sean contrarias a la Constitución, por lo que deberían ser
objeto de control constitucional por parte de los órganos de la jurisdicción cons-
titucional. iii. Límites derivados de circunstancias excepcionales, como por
ejemplo los estados de excepción, los cuales una vez decretados, en algunos
ordenamientos impiden que se desarrollen los procedimientos de reforma.
Y iv. Límites temporales, debido a que algunas constituciones establecen un
lapso mínimo de irrevisabilidad constitucional, es decir, que mantienen su
intangibilidad frente al Poder Constituyente derivado, por determinado lapso.

Finalmente, afirma el citado autor4 que, por tratarse de límites constitucionales
establecidos al Poder Constituyente derivado, los mismos, vista la vigencia del
principio de supremacía constitucional, deberían estar sujetos a control de
constitucionalidad por las respectivas jurisdicciones constitucionales. Sin
embargo, considera que, en principio, la misma admitiría derogatoria en
aquellos casos de aprobación de las reformas o enmiendas, mediante referendo
o consulta popular, en cuyo caso primaría el principio de soberanía, salvo dis-
posición constitucional expresa que prevea lo contrario.

2. Poder de revisión en la Constitución venezolana

2.1. Antecedentes en el ordenamiento constitucional venezolano
Fajardo5 afirma que el examen de los textos constitucionales venezolanos,
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4 Ibíd., p. 722.
5 Fajardo, Ángel: Compendio de Derecho Constitucional general y particular. Edición

del autor. Caracas, 1987, p. 355.
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evidencia que los medios de reforma de la Constitución aparecen consagrados
desde la misma constitución de 1811, los cuales se mantuvieron en casi todas
las Constituciones hasta la de 1961. Ahora bien, en ese sentido observamos
que la referida Constitución en el Título X denominado “De las enmiendas y
reformas”, adoptó un modelo que permitiese modificaciones, sin mucha rigi-
dez, fundamentalmente en aquellos aspectos de la Carta en los que predominare
más lo incidental o circunstancial, siendo la vía consagrada para tal finalidad
la de la enmienda, pero al mismo tiempo concibió un modelo de revisión
constitucional que incidiría en una u otra forma en la estructura del Estado, al
cual denominó “reforma”.

Ahora bien, en los términos en que estaba prevista en el texto constitucional
derogado, la enmienda significaba una modificación de artículos que permitía
dejar incólume el texto original o fundamental, ya que con ella se pretendía ade-
cuarlo a los cambios incesantes que suelen producirse en la colectividad desde
el punto de vista político y social, mas no se podían modificar los principios
fundamentales que orientaban la estructura del Estado. Sin embargo, en 38 años
de vigencia la Constitución de 1961, solo sufrió dos enmiendas.

En cambio, mediante la reforma se pretendía lograr un cambio profundo del
contenido de la Carta, que podía modificar el espíritu plasmado por el cons-
tituyente, pudiendo corresponderse con una de carácter estructural; de ahí
que se exigía su aprobación por parte del pueblo a través de referendo. Cabe
advertir que durante sus 38 años de vigencia, la Constitución de 1961 no
sufrió ninguna reforma. La doctrina, al examinar los preceptos que regulaban
la enmienda y la reforma, sostuvo que de la interpretación de los mismos
podían inferirse diferencias tanto procedimentales como sustantivas, cuyo
examen no viene al caso analizar.

2.2. El Poder de revisión en la Constitución de 1999
La Constitución de 1999 consagró en su Título IX denominado “De la reforma
constitucional”, los medios de revisión del texto constitucional, añadiendo a los
ya previstos en el texto de 1961, enmienda y reforma, el de la “Asamblea
Nacional Constituyente” (artículo 347), que ha llevado a la doctrina6 a calificarlo
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como una “rara avis”, en virtud de que el texto constitucional le confiere poderes
originarios para disolver a los poderes constituidos, que lógicamente no se
corresponden con el clásico poder de revisión, patentizándose, como se verá
seguidamente, una ostensible contradicción en lo tocante a su denominación,
pues si se califica como poder de revisión, es obvio que no puede ser originario,
de facto e ilimitado.

Sin duda que la modificación del poder de revisión en los términos en que se
recogió en la Constitución vigente, fue producto de la valoración de los aconteci-
mientos de ese año, pues, como es sabido en 1999, sobre la base de la interpreta-
ción del concepto de soberanía consagrado en el artículo 4 de la Constitución de
1961, en concordancia con el artículo 181 de la Ley Orgánica del Sufragio y Par-
ticipación Política, previo proferimiento de una sentencia favorable de la extinta
Corte Suprema de Justicia, fue convocado un referendo a los fines de consultar al
pueblo sobre la conveniencia de convocar una Asamblea Nacional Constituyente,
sin que tal órgano estuviese previsto en el aludido texto constitucional de 1961.

La consulta resultó favorable y se procedió a convocar la referida Asamblea,
precedida por un fallo de la extinta Corte Suprema de Justicia, mediante el
cual se declaró de manera inequívoca que la Asamblea Constituyente debía
celebrarse bajo los términos de la Constitución que estaba vigente, razón por
la cual fue suprimida en la base comicial octava, la calificación que en esta se
hacía de la Asamblea Constituyente como “Poder Originario que recoge la
soberanía popular”. Es decir, que sobre la base del principio de supremacía
constitucional, el máximo Tribunal de la República le negó categóricamente
el carácter de Poder Originario a la Asamblea Nacional Constituyente que
habría de elegirse.

Sin embargo, al ser electo el mencionado órgano y dictar su Estatuto de fun-
cionamiento, desconoció los dictados de la Corte Suprema de Justicia, y se
autoatribuyó el carácter de “Poder Constituyente originario”, pudiendo en ese
sentido limitar o decidir la cesación de los poderes constituidos conforme a la
Constitución vigente, subordinándolos a sus órdenes. En ejercicio de ese
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6 Combellas: ob. cit., p. 252.
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poder “ilimitado”, pese a todavía estar vigente la Constitución de 1961, y
haber surgido la Asamblea Nacional Constituyente en el marco de la misma,
el 18 de agosto de 1999 dictó un decreto sobre la reorganización del Poder
Judicial, que originó una crisis en el seno de la Corte Suprema de Justicia,
como consecuencia de un acuerdo dictado por esta, a los efectos de respaldar
dicho decreto. El 25 de agosto de 1999 dicta otro decreto, mediante el cual
regula las funciones del Poder Legislativo, el cual resulta impugnado por el
entonces presidente de la Cámara de Diputados por ante la Corte en pleno,
invocando la violación de la Constitución vigente.

En fecha 06 de octubre de 1999, la Corte Suprema de Justicia dictó su fallo,
en el cual declaró el carácter “supraconstitucional” de los actos dictados por
la Asamblea Nacional Constituyente, concretamente del Estatuto de Funcio-
namiento que había servido de base normativa al Decreto impugnado, pues
estimó que la Asamblea era expresión de un “Poder Constituyente Originario
que es previo y superior al régimen jurídico establecido”. “Legitimada” de esa
manera la Asamblea Nacional Constituyente, por el máximo órgano del “Poder
Judicial constituido”, sustentado en la tesis de la “supraconstitucionalidad”,
a partir de ese momento no encontró ningún tipo de límites para asumir funciones
de cualquiera de los poderes constituidos, inclusive para disolverlos.

Esto es tan cierto que, una vez sancionada la Constitución, y aprobada mediante
referendo por el pueblo, continuó dictando actos propios de los poderes constitui-
dos, y sobre todo actos normativos, que recibieron el extraño nombre de “actos
constituyentes”, destacándose entre ellos el Decreto sobre el Régimen de Tran-
sición del Poder Público, mediante el cual fueron intervenidos los máximos pode-
res públicos, siendo designados titulares provisionales, y el Estatuto Electoral del
Poder Público, a los cuales la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, sobre la base de una transitoriedad casi infinita, les otorgó rango constitucio-
nal, definiéndolo como “régimen constitucional transitorio”, paralelo al régimen
definitivo contenido en la Constitución promulgada el 30 de diciembre de 1999.

Traemos a colación las anteriores “vicisitudes” constitucionales, para poner
en evidencia los hechos que precedieron la consagración de los medios de
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revisión en la Constitución de 1999. En tal sentido, si atendemos a los debates
constituyentes de las sesiones de los días 09 y 14 de noviembre de 1999 de la
Asamblea Nacional Constituyente, evidenciamos que el proyecto que fue
sometido a la Comisión solo contenía las figuras de la reforma y de la Asamblea
Nacional Constituyente, y como producto de las discusiones que se suscitaron
el curso de dichas sesiones, se introdujo la figura de la enmienda constitucional,
sin que quedara claro en realidad la distinción entre esta última y la reforma.
De otro lado, cabe destacar que la figura de la Asamblea Nacional Constitu-
yente, a pesar de su novedad, no generó ningún tipo de discusión.

En efecto, en la primera de las sesiones antes mencionadas, la Comisión encar-
gada de redactar la disposición del Título IX indicó que había sido “rescatada”
la figura de la “enmienda como una forma de adición o incorporación de nue-
vos artículos al texto constitucional”. Por su parte, el constituyente Combellas
propuso que la enmienda se aprobare mediante referendo, debido a que este era
el método para garantizar la democracia participativa en un asunto de transcen-
dental importancia como era la modificación del texto constitucional. Dicha
observación fue acogida por la Comisión. Sin embargo, la plenaria de la Asam-
blea sobre la base de una intervención del constituyente M. Quijada decidió
rechazar la introducción de la enmienda, siendo reintroducida y aprobada pos-
teriormente, en la sesión del 14 de noviembre de 1999. La fundamentación de
esta decisión, según se desprende del Diario de Debates de la Asamblea, radicó
en que era necesario introducirla y diferenciarla de la reforma, ya que esta era
más compleja al comportar una revisión de la Constitución que afectaba todo el
texto, mientras que la primera suponía una modificación o adición de uno o dos
artículos que “por razones obvias no requieren una modificación sustancial” de
la Constitución.

Con relación a los límites del poder de revisión concernientes a la Reforma
constitucional fueron formuladas dos proposiciones: la primera, por la Comi-
sión, en los siguientes términos: “Esta constitución puede ser objeto de refor-
ma parcial o general para la sustitución de una o varias de sus normas, con la
excepción de las establecidas en los Títulos I, II y II de esta Constitución”, y
la segunda, por el constituyente García Ponce, la cual erigía en límites a los
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principios constitucionales, en los términos que hoy en día aparecen en el
texto constitucional. Parece que ante ambas posturas sometidas a la discusión
en la sesión del 09 de noviembre de 1999 se produjo una especie de “transac-
ción”, en virtud de que finalmente los límites de la reforma que resultaron
aprobados fueron “la estructura y los principios fundamentales”, tal como
aparecen recogidos en el encabezamiento del artículo 342 constitucional.

En cambio, en torno a la introducción de la figura Asamblea Nacional Constitu-
yente, como ya dijimos, no se produjo ninguna discusión, y fue aprobada por
unanimidad de manera inmediata, no pasó lo mismo con el resto de las disposi-
ciones del proyecto relativas a dicha Asamblea, ninguna de las cuales resultó
aprobada por la Asamblea, como se evidencia del Diario de Debates de ese órga-
no y del propio texto constitucional. Así, por ejemplo, fue rechazada la relativa a
la aprobación por parte del pueblo de la convocatoria a la Asamblea Nacional
Constituyente mediante referendo, aunque se restringía al supuesto de que la
convocatoria proviniese del propio pueblo. En ese orden de ideas, tampoco resul-
tó aprobada la disposición del proyecto según la cual se consideraba aprobada la
convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente si resultaba del referendo
que el número de votos afirmativos era superior al de los negativos. Tampoco se
reguló la situación que se configuraría con los actos dictados por la Asamblea
Nacional Constituyente, antes de la sanción de la Constitución, en la hipótesis de
que el pueblo en el correspondiente referendo no la aprobase, sencillamente
porque no se aprobó que la Constitución fuese sometida a referendo popular.

2.3. Medios de revisión constitucional

2.3.1. La enmienda

2.3.1.1. Naturaleza
Tal como se desprende del Título IX de la Constitución, la enmienda es uno de
los medios de revisión del texto constitucional, cuya finalidad es proteger a la
máxima norma del ordenamiento jurídico de modificaciones frecuentes, de tal
manera que dichas modificaciones se produzcan solo cuando sean necesarias a
la luz de las circunstancias políticas y sociales que en un momento determinado
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estén presentes en el país, caso en el cual la propia Constitución consagra este
particular medio de revisión, condicionando su procedencia al logro de determi-
nada finalidad sustantiva, y a procedimientos sumamente agravados. Queda cla-
ra entonces la naturaleza de la enmienda como medio de revisión constitucional.

Pues bien, conviene reiterar que la enmienda estaba prevista en el texto cons-
titucional de 1961, y aunque en principio no figuraba en el anteproyecto de la
Constitución de 1999 presentado a la Asamblea, como producto de las discu-
siones del Título IX, es introducida y aprobada, como ya se expuso. Por tratarse
de la expresión de un Poder Constituyente derivado o Poder Constituyente
constituido, está sujeta a límites constitucionales, los cuales son de naturaleza
procedimental, y sustantiva, que están destinados a preservar el núcleo funda-
mental de la Constitución sancionada por el Poder Constituyente originario. Den-
tro de esos límites destacan los denominados explícitos, textuales o cláusulas de
intangibilidad en términos de De Vega7, en virtud de que se encuentran expresa-
mente formulados en la Constitución. Así por ejemplo, el artículo 340 pauta que
la enmienda tiene por objeto la adición o modificación de uno o varios artículos
de la Constitución, pero sin llegar a “alterar su estructura fundamental”.

Ciertamente, se trata de un límite expreso, pero “expresado” en términos
genéricos o abstractos, que no deja de suscitar problemas interpretativos, por-
que, por ejemplo, es fácil entender que mediante una enmienda no se puede
cambiar la forma de Estado federal descentralizado, pero, en cambio, no dejará
de ser objeto de discusión, pretender suprimir mediante una enmienda, la norma
que crea el Consejo Federal de Gobierno; de allí, pues, que en el caso de
ejemplos como los enunciados, derivados de la Constitución, a pesar de existir
un límite explícito como el indicado, este resulte de difícil aprehensión, debido
–insistimos– a las tesis interpretativas discordantes a que puede dar lugar la
disposición que lo contiene. Pero, en todo caso, se trataría de un problema
interpretativo que habría que resolver en última instancia en sede jurisdiccio-
nal, siendo lo importante de destacar en el asunto bajo examen, que el mismo
de ninguna manera niega la voluntad del Poder Constituyente originario de
establecer expresamente dicho límite.

547

7 De Vega: ob. cit., p. 242.



Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • No 5 • 2015548

2.3.1.2. Objeto
De conformidad con el artículo 340 constitucional, la enmienda tiene por
objeto la adición o modificación de uno o varios artículos de la Constitución,
pero sin llegar a “alterar su estructura fundamental”. La lectura de dicho pre-
cepto no deja de suscitar problemas interpretativos, pues cuando se relaciona
con el que define a la reforma constitucional, es fácil colegir que ambos
medios de revisión tienden a confundirse con relación al objeto material.
Efectivamente, el artículo 342 eiusdem, establece que el “objeto” de la refor-
ma consiste en una revisión parcial de la Constitución y la sustitución de una
o varias de sus normas. En tal sentido, se pregunta Combellas8: ¿Dónde ter-
mina la adición o modificación de unos o varios artículos y dónde comienza
la revisión parcial? ¿Cuál es el criterio para distinguir los artículos de la
enmienda de las normas de la reforma? Si se modifican sustancialmente los
artículos de un capítulo, con adiciones y modificaciones, dejando formal-
mente incólume el capítulo, ¿se está ante una enmienda o ante una reforma?

A ello es necesario añadir que la mención de un concepto indeterminado,
como es el de “estructura fundamental”, el cual constituye un límite para
ambas figuras (enmienda y reforma), en virtud de que ninguna de las dos
puede modificar o alterar la estructura fundamental de la Constitución. Sin
embargo, en general, ambas suponen la revisión parcial del texto constitucional,
por lo cual, a “primera vista” pareciera que sustantivamente tendrían el mismo
objeto material. Pero, desde luego, se trata de una mera apariencia porque si
tuvieran el mismo objeto material, el constituyente se hubiese limitado a
introducir como medio de revisión constitucional a una de las dos, tal como
por cierto estaba previsto en el anteproyecto de Constitución presentado en la
referida sesión de la Asamblea Nacional Constituyente.

2.3.1.3. Límite material de la enmienda
Según el propio texto fundamental, a través de la enmienda se realiza una
modificación parcial de la Constitución, siempre que ella no altere su
“estructura fundamental”. Siendo precisamente este el límite material de la

8 Combellas: ob. cit., p. 250.
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enmienda, que reiteramos está expresado mediante un concepto jurídico inde-
terminado. Por tal razón parece que lo más conveniente hubiese sido establecer
expresamente cuáles materias o disposiciones no podían ser modificadas a
través de la enmienda. Pensamos que ciertamente desde el punto de vista literal
existe una confusión en cuanto al límite, pues en ambos casos aparece erigido
como tal “la estructura fundamental” de la Constitución, aunque en el artículo 342
se utilice “estructura” sin calificativo, pero este aparece inmediatamente cuando
se adicionan los principios fundamentales del texto constitucional, pues es
evidente que esa “estructura” no puede ser otra que la de ese texto.

Ahora bien, solo acudiendo a los cánones interpretativos pertinentes será
posible establecer diferencias entre ambos medios de revisión, y quizás puede
ayudar en esa tarea distinguir los principios fundamentales de la estructura
fundamental, en ese proceso refinado de interpretación. Basta traer a colación
el ejemplo de la enmienda de 2009 (reelección indefinida), que, como es sabido,
suscitó múltiples discusiones. Así, la gran mayoría de los sectores académicos
estimó que no se estaba en presencia de una enmienda, y que en el supuesto
de que fuese así se irrespetaría el límite material, objeto de nuestro examen.
Por supuesto, se impuso la razón de la fuerza, derivada del control de los
Poderes Legislativo y Judicial, haciéndose caso omiso a dicha opinión.

De otro lado, cabría preguntarse si existen límites temporales para presentar
iniciativas de enmiendas no aprobadas, en un mismo período constitucional,
y en tal sentido, se observa que a diferencia de la Reforma, la Constitución se
abstiene de hacerlo, razón por la cual puede pensarse que nada obsta para que
puedan presentarse varias veces enmiendas no aprobadas dentro de un mismo
período constitucional. Ante tal situación, y en el entendido que el poder de
revisión constitucional es consagrado como una manifestación del principio
de supremacía formal del texto constitucional, la cual implica que este tiene
una estabilidad jurídica reforzada, en virtud de que las normas que lo integran
no pueden ser modificadas o reformadas siguiendo el procedimiento para la
aprobación de las leyes por parte del Parlamento, sino procedimientos sustan-
cialmente distintos al ordinario de formación de las leyes, luce lógico postu-
lar una tesis que propugne la aplicación analógica de la regla prevista en el
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artículo 345 constitucional, según la cual en la hipótesis de una iniciativa de
reforma constitucional que no sea aprobada, no podrá presentarse de nuevo
en un mismo período constitucional a la Asamblea Nacional, pudiendo predi-
carse de esta manera la existencia de ese límite temporal.

2.3.1.4. Procedimiento
El procedimiento de la enmienda está previsto en el artículo 341 constitucional
y se desagrega en varias fases, a saber: la iniciativa, la discusión, la aprobación
y promulgación. La iniciativa puede provenir del presidente de la República en
Consejo de Ministros, de la Asamblea Nacional aprobada con por lo menos el
30 % de sus integrantes. También puede provenir de la iniciativa popular, cuya
validez está condicionada a que sea propuesta por número de ciudadanos no
inferior al 15 % de los inscritos en el Registro Civil y Electoral.

La “fase de discusión”, como su nombre lo indica, consiste en debatir los tér-
minos del proyecto de enmienda. Sin embargo, el artículo 341 N° 2 constitu-
cional que la regula, ha dado lugar a tesis interpretativas contrapuestas. Así,
Rivas9 afirma que la interpretación literal de dicha disposición permite soste-
ner que la discusión de la enmienda se lleva a cabo y se tramita conforme al
procedimiento de formación de las leyes, únicamente cuando la iniciativa ha
sido presentada por la Asamblea Nacional, exigiéndose su aprobación por
la mayoría de sus integrantes.

En cambio, otros autores patrios, entre otros Rondón de Sansó10, afirman que
la discusión se lleva a cabo ante la Asamblea Nacional, la cual debe seguir el
aludido procedimiento de formación de leyes, sin distinguir de quien provenga
la iniciativa, y que corresponde al Poder Electoral someter a referendo la
enmienda dentro de los 30 días siguientes de la recepción formal del texto
aprobado por la Asamblea Nacional. En todo caso, debemos precisar que la
única enmienda a que ha sido sometida la Constitución de 1999, es la de 2009
(reelección indefinida), y fue a iniciativa de la Asamblea Nacional, luego,

9 Rivas Quintero: ob. cit., p. 574.
10 Rondón de Sansó: ob. cit., p. 866.
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habrá que esperar que se configure la hipótesis de una iniciativa que provenga
del presidente de la República o del pueblo, a los fines de dilucidar cuál de las
dos tesis encuentra aplicación.

De todas maneras, pensamos que debido a que lo sometido a la aprobación
del pueblo mediante referendo, es una modificación parcial del texto consti-
tucional, debería soslayarse la tesis de la interpretación literal de la dispo-
sición bajo examen, y pasar a los cánones de interpretación sistemática y
teológica, los cuales permiten postular que corresponde a la Asamblea Nacio-
nal discutir y aprobar el proyecto de enmienda, independientemente de donde
provenga la iniciativa; además de que si se tiene en cuenta que la Asamblea
Nacional es la mejor expresión del Poder Constituyente derivado, cobra fuerza
esta tesis.

En cuanto a la fase de aprobación, una vez aprobadas las enmiendas por la
Asamblea Nacional, por mandato del artículo 341 N° 3 constitucional, deberán
ser sometidas a referendo por el Consejo Nacional Electoral, a los 30 días de
haberlas recibido. Se considerarán aprobadas de conformidad con el artículo 71
eiusdem, al cual reenvía el artículo antes citado, si “el referendo concluye con
un resultado aprobatorio”, es decir, si el número de votos afirmativos es supe-
rior al de votos negativos. Las que resulten aprobadas serán numeradas conse-
cutivamente y se publicarán a continuación de la Constitución sin alterar su
texto, pero anotando al pie del artículo o artículos enmendados la referencia
de número y fecha de la enmienda que lo modificó (artículo 341 N° 5).

2.3.2. La reforma

2.3.2.1. Objeto y límites
El artículo 342 de la Constitución establece: “La reforma constitucional tiene
por objeto una revisión parcial de esta Constitución y la sustitución de una o
varias de sus normas que no modifiquen la estructura y principios fundamen-
tales del texto constitucional”. Según Rondón de Sansó11, la reforma consti-
tuye una sustitución o eliminación total o parcial de algunas normas, en tanto
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que ello no cambie la estructura fundamental de la Constitución, ni los prin-
cipios fundamentales sobre los cuales se asienta.

Pareciera que la definición constitucional de la reforma como un medio de
revisión de la norma suprema, se inscribe dentro de las que usualmente están
presentes en la mayoría de los ordenamientos constitucionales. Quizás la
diferencia está en los límites sustantivos que le colocó el constituyente, los
cuales por supuesto forman parte inescindible de dicha definición, pero
merecen un tratamiento aparte. En ese sentido observamos que esos límites
están constituidos por la estructura y los principios fundamentales de la
Constitución, y además tienen carácter expreso, razón por la cual devienen en
una clara interdicción para la actuación del Poder Constituyente constituido;
no obstante, aparecen concebidos de manera abstracta, lo que no deja de sus-
citar dudas interpretativas, sobre todo en lo concerniente a los “principios
fundamentales”, porque si bien el Título I de la Constitución recibe ese nombre,
la lectura de la Constitución evidencia que en otros títulos y capítulos de ella,
aparecen principios que deben reputarse tan fundamentales como los recogidos
en los nueve artículos que integran el aludido Título, verbigracia, por solo men-
cionar dos, el principio de igualdad contenido en el artículo 21 eiusdem, y el
principio de separación de poderes consagrado en el artículo 136.

Quizás a los fines de sostener esta tesis, podría servir de orientación el hecho
–no vinculante por supuesto– de que durante los debates constituyentes, fue
formulada una proposición según la cual la reforma debía encontrar su límite
en las normas previstas en los “títulos I, II y III de esta Constitución”. Mas la
misma fue desestimada, lo que no es óbice para admitir la validez de una tesis
que extienda dicho límite más allá de los principios fundamentales consagrados
en el Título I de la Constitución, por las razones antes expuestas.

Por otro lado, también la Constitución establece un límite temporal en el artículo
345 en los siguientes términos: “La iniciativa de reforma constitucional que no
sea aprobada, no podrá presentarse de nuevo en un mismo período constitucional
a la Asamblea Nacional”. Por tanto, cuando en un período cons titucional haya
sido rechazada la iniciativa de una reforma constitucional por el pueblo, no
podrá presentarse nuevamente en ese mismo período.
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2.3.2.2. Procedimiento
De conformidad con lo preceptuado en el texto constitucional el procedi-
miento de la reforma se desagrega en las siguientes fases:

i. La iniciativa: puede ser tomada por la Asamblea Nacional, mediante acuerdo
aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes. Conviene aclarar que se
trata del voto aprobatorio mínimo, es decir la mitad más uno de los 165 diputa-
dos que actualmente integran el Parlamento, es decir, 83, pero desde luego
cualquier número que supere a este le confiere validez a la iniciativa parlamen-
taria. La iniciativa también puede provenir del presidente de la República en
Consejo de Ministros, o a solicitud de un número no menor del 15 % de los
electores inscritos en el Registro Civil y Electoral. O sea, un número igual que
el exigido para las iniciativas de enmiendas que provengan del pueblo.

ii. La discusión: el proyecto de reforma constitucional tendrá una primera dis-
cusión en el período de sesiones correspondiente a su presentación, la cual
tiene un carácter general y versa sobre los grandes lineamientos contenidos
en el mismo, así como los motivos que le sirven de fundamento. Es la opor-
tunidad para que al igual que ocurre con la primera discusión de las leyes, los
diputados, básicamente los representantes de los partidos políticos expresen
su opinión sobre el proyecto de reforma. Concluida esta, se pasa a una segunda
discusión por título o capítulo según fuere el caso, lo que implica un debate
sobre el contenido general de cada título o capítulo; y una tercera y última
discusión artículo por artículo, que tiene un carácter más específico y detallado,
porque implica un debate sobre cada uno de los artículos, teniendo en cuenta
los términos de las dos discusiones anteriores, lo que puede dar lugar a que se
formulen proposiciones, que pueden consistir en la modificación, supresión
de los artículos, o adición de nuevos.

iii. La aprobación: prescribe el artículo 343 N° 4 constitucional, que la Asam-
blea Nacional aprobará el proyecto de reforma constitucional “en un plazo no
mayor de dos años, contados a partir de la fecha en la cual conoció y aprobó
la solicitud de reforma”. La determinación de esta fecha depende de quien
tome la iniciativa, porque si la misma proviene de la propia Asamblea Nacional,
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será esa la fecha a partir de la cual se computará el decurso de los dos años;
en cambio, cuando la iniciativa es presidencial o popular, la fecha comenzará
a correr desde el día en que se dé cuenta en plenaria de la correspondiente
solicitud, en virtud de que resulta ilógico postular pese a los términos de la
Constitución, que en estas hipótesis la Asamblea Nacional debe aprobar pre-
viamente, o mejor dicho, decidir admitir a trámite el proyecto de reforma, no
pudiendo negarse a hacerlo, pues en este caso se deslegitimaría al pueblo o al
presidente de la República para tomar la iniciativa de presentar la reforma,
siendo esa legitimación ope constitutionem.

Por otro lado, el lapso de dos años, en primer lugar, es el máximo tiempo que
se confiere al Parlamento para su aprobación, y en segundo lugar, el mismo
luce justificado porque de esa manera se permite que los diputados tengan sufi-
ciente tiempo para debatir y reflexionar acerca de la conveniencia y la opor-
tunidad de tocar la “intangibilidad” de la Constitución, mediante la reforma, así
como a la sociedad civil conocer el contenido de dichos debates.

En todo caso, para que sea válidamente aprobada la reforma se requiere el voto
de las dos terceras partes de los integrantes de la Asamblea, mayoría calificada
que equivale a 110 diputados de los 165 que forman el Parlamento. La exigen-
cia de este requisito agravado también encuentra su base de sustentación en la
necesidad de asegurar que la Constitución solamente sea revisada cuando sea el
producto de un acuerdo que no tenga un carácter coyuntural, sino que sea la
expresión de las grandes mayorías del país, representadas en el Parlamento.

iv. El sometimiento a referendo, aprobación por el pueblo y promulgación:
una vez aprobado el proyecto de reforma por lo menos por las dos terceras
partes de los integrantes de la Asamblea Nacional, será enviado al Consejo
Nacional Electoral para que lo someta a referendo dentro de los 30 días
siguientes a su sanción. Cabe advertir que este plazo difiere del de la enmienda,
en virtud de que comienza a correr desde el día de la sanción o aprobación del
proyecto de reforma, y puede ser sometido a referendo dentro de cualquiera
de los 30 días posteriores a dicha sanción. El referendo se pronunciará en
conjunto sobre la reforma, pero podrá votarse separadamente hasta una tercera
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parte de ella, si así lo aprobara un número no menor de una tercera parte de la
Asamblea Nacional, o si en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado
el presidente de la República o un número no menor del cinco por ciento de
los electores inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y Electoral.

Por otro lado, el artículo 345 eiusdem dispone que se declarará aprobada la refor-
ma constitucional si el número de votos afirmativos es superior al número de
votos negativos. La iniciativa de reforma constitucional que no sea aprobada no
podrá presentarse de nuevo en un mismo período constitucional a la Asamblea
Nacional. Una vez aprobada la reforma el presidente de la República está obli-
gado a promulgarla, al igual que la enmienda dentro de los diez días siguientes a
su aprobación. Si no lo hiciere, se aplicará lo previsto en la Constitución, esto es,
se aplicará analógicamente el artículo 216 constitucional que regula la omisión
del presidente de la República de publicar las leyes en el lapso fijado constitu-
cionalmente. Por tanto, en esa hipótesis la referida promulgación corresponderá
al presidente y a los dos vicepresidentes de la Asamblea Nacional.

2.3.2.3. “Diferencias” de la reforma con la enmienda
Consideramos que a la luz de las disposiciones constitucionales citadas, no
resulta tarea fácil diferenciar desde el punto de vista sustantivo la reforma de la
enmienda, pues no basta, como han pretendido algunos autores patrios, entre
otros Rondón y Combellas, sustentar esa diferencia sobre la base de que la
enmienda implica un “añadido” o modificación de un artículo, en cambio,
la reforma comporta la sustitución o eliminación total o parcial de algunas nor-
mas. Esta tesis no resulta convincente, porque bien que se trate una “adición” o
de una “eliminación”, en ambos casos seguirá siendo una modificación parcial de
la Constitución, y los dos medios de revisión quedarían sujetos a los mismos
límites (estructura fundamental, que obviamente incluye a los principios funda-
mentales), razón por la cual pareciera que la verdadera diferencia entre la
enmienda y la reforma, no podría plantearse desde el punto de vista sustantivo,
sino desde el punto de vista procedimental, tal como lo hacemos a continuación.

Así, en cuanto a la fase de iniciativa cabe destacar que la iniciativa de la
enmienda podrá partir del 15 % de los ciudadanos inscritos en el Registro Civil
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y Electoral; del presidente de la República en Consejo de Ministros o de un 30 %
de los diputados que integran la Asamblea Nacional. La iniciativa de la reforma
constitucional también puede provenir del 15 % de los ciudadanos inscritos el
Registro Civil y Electoral; del presidente de la República en Consejo de Minis-
tros, pero en el caso de la Asamblea Nacional la iniciativa de la reforma se legi-
tima mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes,
esto es, la mayoría absoluta de los mismos (diferencia).

Con relación a la fase de aprobación observamos que la enmienda requiere
ser aprobada con el voto de la mayoría de los diputados que integran la Asam-
blea (mayoría absoluta), mientras que la reforma además de requerir un pro-
ceso legislativo más complejo debe ser aprobada por dos terceras partes de
los votos de los integrantes la Asamblea antes de ser sometida a referendo
(mayoría calificada). En el procedimiento de aprobación de la reforma se
requiere que al respectivo proyecto se le den tres discusiones en el seno de la
Asamblea Nacional; en cambio, en el de la enmienda debe cumplirse el pro-
cedimiento legislativo (dos discusiones). La duración del procedimiento
aprobatorio de la reforma tiene un plazo máximo de dos años; en cambio, el
texto constitucional no fija plazo de duración, pero obviamente todo indica que
debe ser menor que el de la reforma. La reforma debe ser sometida a referendo
“dentro” de un plazo de 30 días después de su sanción o aprobación, la enmien-
da “a los treinta días”, contados desde la recepción por el Consejo Nacional
Electoral. Finalmente, la reforma puede ser sometida al referendo en bloque 
o en forma parcial; en cambio, la enmienda solo en bloque.

En suma, pareciera que la pretendida distinción entre los aludidos medios de
revisión en los términos en que están consagrados en el texto constitucional,
fue producto –según se desprende de los debates constituyentes– del descono-
cimiento de ambas figuras, lo que al parecer se confirma cuando el exconstitu-
yente Combellas afirma en “términos autocríticos” que el “abordaje del tema
por parte del constituyente adoleció de ideas claras y distintas”12. Ahora bien,
lo más grave de tal situación es que dependiendo del momento político existirá

12 Combellas: ob. cit., p. 251.
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el riesgo de que se recurra a la vía de la enmienda de normas que, desde el
punto de vista constitucional, solo deberían ser modificadas mediante la refor-
ma, como sucedió con la enmienda sobre la reelección indefinida de 2009, la
cual recayó sobre una materia que estaba incluida en la reforma constitucional
rechazada por el pueblo en el referendo el 02 de diciembre de 2007.

2.3.2.4. Del rechazo a la reforma constitucional de 2007, a la aprobación
de la “enmienda” del texto constitucional de 2009
En el año 2007, el presidente de la República sometió a la Asamblea Nacio-
nal, la iniciativa de un proyecto de reforma constitucional que fue duramente
criticado por todos los sectores contrarios al Gobierno, en virtud de que modi-
ficaba disposiciones fundamentales y principios constitucionales básicos,
excediéndose de los límites delimitados en el texto fundamental. En ese sen-
tido, Socorro13 resume algunos aspectos contemplados en el proyecto, a saber:
i. Poder comunal, comunas, ciudades comunales, autogobiernos comunales;
ii. Estado socialista, socialismo, socialismo bolivariano, propiedad social,
propiedad comunal, propiedad mixta, propiedad colectiva, sistema de econo-
mía socialista, iii. voto paritario en las universidades, iv. regiones especiales
militares, v. Poder popular, nueva geometría del poder, consejos del poder
popular, vi. Fuerza Armada Bolivariana popular y antiimperialista, vii. disminu-
ción de la edad para votar, viii. misiones como forma de administración de los
dineros públicos, ix. reelección indefinida del presidente de la República, 
x. modificación de los mecanismos constitucionales para la elección de los
magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, xi. cambios en la estructura
territorial, cambios en las competencias de los estados y los municipios, etc.

Una vez “tramitada” y aprobada la reforma por parte de la Asamblea Nacio-
nal, el Consejo Nacional Electoral convocó a un referendo el 02 de diciembre
de 2007, cuyos resultados implicaron el rechazo de la reforma por el pueblo.
Lo cual, en opinión del referido autor, comportaba una especie de “cosa juzgada
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2008, pp. 63-64.



Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • No 5 • 2015558

constitucional”, debido a que suspendía cualquier iniciativa, en la cual estu-
viesen involucrados los poderes públicos para iniciar o aprobar cualquier
texto con el objetivo potencial de reforma legal o reglamentaria, así como
cualquier reforma constitucional que tuviera iguales propósitos relacionados
con “los contenidos incluidos en la iniciativa de reforma negada”.

Sin embargo, transcurrido un año, en diciembre de 2008, y bajo el disfraz de
una enmienda constitucional, el presidente Chávez tomó la iniciativa y pro-
puso una enmienda a la Constitución, la cual fue sometida al procedimiento
parlamentario y aprobada mediante referendo celebrado el 15 de febrero de
2009, resultando enmendados los artículos 160, 162, 174, 192 y 230, permi-
tiendo la reelección inmediata e indefinida de los titulares de los cargos a que
aluden dichos preceptos, dentro de los cuales destaca el de presidente de la
República (artículo 230), que era una materia que, como hemos dicho, formaba
parte de la reforma constitucional rechazada en 2007, razón por la cual obvia-
mente no podía ser objeto de una enmienda, porque había quedado claro, inclu-
sive jurisprudencialmente, que era una norma que regulaba una materia que
únicamente podía ser revisada mediante una reforma constitucional; de allí,
pues, –insistimos– en que la ambigüedad que acompaña desde el punto de vista
sustantivo a las normas regulatorias de la enmienda y a la reforma, se presta en
un país donde la separación de poderes está totalmente difuminada, para que
el Poder Ejecutivo manipule esos medios de revisión constitucional.

2.3.3. La Asamblea Nacional Constituyente

2.3.3.1. Naturaleza
La Asamblea Nacional Constituyente es la expresión emblemática del llama-
do Poder Constituyente originario, del cual solo es posible hablar, en estricto
rigor conceptual e histórico, cuando se produce una “destrucción” del orden
constitucional, o una “desconstitucionalización revolucionaria”, en términos
de la doctrina francesa. En efecto, esa situación surge como consecuencia de
una revolución o un golpe de Estado, casi siempre mediante la violencia, y desde
luego, obviando todo procedimiento o regla, es decir, de facto, se pone fin, o
se destruye a la Constitución vigente hasta ese momento, creándose un vacío
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de poder, que, inmediatamente después de la revolución o del golpe de Estado,
es cubierto por un dictador o una junta, quienes asumen, en cada caso, todos
los poderes, pudiendo ocurrir que ese dictador o esa junta asuma directamente
el Poder Constituyente y dicte una nueva Constitución. Sin embargo, en los
tiempos que corren el procedimiento pasa por la convocatoria de una Asamblea
Constituyente para que discuta y sancione una nueva Constitución, la cual
frecuentemente es sometida a la aprobación del pueblo mediante referendo.

Esa Asamblea pasa a ejercer el rol de Poder Constituyente originario, con las
características antes señaladas. Esa es la noción recogida en la Constitución,
cuyo artículo 347 establece que el pueblo es el depositario del Poder Consti-
tuyente originario, y en ejercicio del mismo puede convocar una Asamblea
Nacional Constituyente para transformar el Estado, crear un nuevo ordena-
miento jurídico y redactar una nueva Constitución, lo que indica a las claras
que ese Poder actuará totalmente desvinculado de la Constitución vigente
para el momento en que sea convocada la Asamblea.

2.3.3.2. La heterodoxia en la configuración del Poder Constituyente
originario (el modelo venezolano)
La experiencia puede demostrar que excepcionalmente surja un Poder Cons-
tituyente, pretendidamente originario, en el marco de una Constitución que
solo es derogada cuando se sanciona la nueva, pero se trata de una situación
bastante heterodoxa, por decir lo menos, que suscita serios problemas jurídicos,
de muy difícil solución. Así pasó en el caso venezolano, en el que la Asamblea
Nacional Constituyente de 1999 pasó a ser un verdadero “Poder Originario”, sin
ninguna diferencia con el que ordinariamente surge como consecuencia de un
golpe de Estado o de una revolución triunfante. E incluso, mediante la sentencia
del 06 de octubre de 1999, la extinta Corte Suprema de Justicia al declarar sin
lugar el recurso interpuesto contra el Decreto de Emergencia Legislativa que en
el mes de agosto había dictado la Asamblea Nacional Constituyente, “creó” la
fórmula constitucional de la “supraconstitucionalidad” con la finalidad de “legi-
timar” el “Poder Originario” que de facto se había autoatribuido la Asamblea, y
declaró que esta tenía un poder supraconstitucional, en virtud de que “el Poder
Constituyente es autónomo, ilimitado e indivisible, lo cual lo exime de la separa-
ción de funciones legislativa, ejecutiva y judicial propia del poder ordinario”(sic).
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En fin, el ejemplo venezolano pone en evidencia que un Poder Constituyente sur-
gido al margen de una Constitución vigente, o funcionando paralelamente
con esta, tiende a convertirse en los hechos en un Poder Originario, lo que implica
la derogatoria o “destrucción” en términos de la doctrina francesa, de la refe-
rida Constitución, sin necesidad de esperar su derogatoria formal, como con-
secuencia de la promulgación de la nueva Constitución.

Es verdad que dicho Poder Constituyente asumió esas características sin
necesidad de recurrir a la violencia, por la particular situación que se vivía en
el país, pero todo conduce a predecir que en casos similares (vigencia de una
Constitución y Asamblea Nacional Constituyente elegida al margen de la
misma) probablemente la violencia jugará un papel importante en la asunción
de ese rol por parte de la Asamblea Nacional Constituyente. Solo cabe desta-
car que la experiencia venezolana originó una disposición inédita en materia
de “revisión constitucional”, en la cual quedó consagrada en la Constitución de
1999 la figura de la Asamblea Nacional Constituyente (artículo 347), concebida
como expresión de un Poder Constituyente originario.

2.3.3.3. El Objeto y la Constitución vigente
Tal como se señaló antes, la Asamblea Nacional Constituyente se inserta en
el marco de la constitucionalidad vigente, a diferencia de lo que ocurre cuando
esa Asamblea surge de un movimiento revolucionario o sencillamente de un
golpe de Estado. Esa inserción impone que la Asamblea Nacional Constitu-
yente contemplada en la Constitución actúe teóricamente de conformidad con
esta mientras se encuentre vigente, pero el propio artículo 347 constitucional,
al asignarle a la Asamblea Nacional Constituyente las finalidades de transfor-
mar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva
Constitución, finalidades a la postre se funden en una sola: sancionar la nueva
Constitución, se encarga de desmentir esa sujeción a la Constitución vigente,
máxime si se tiene en cuenta que el encabezamiento de ese artículo le confiere
el carácter de Poder Constituyente originario, como se verá más adelante.
Más aún, la Asamblea no está sometida a límites materiales constitucionales
en ejercicio de sus poderes, en virtud de que por disposición del artículo 349
primer aparte, eiusdem, sus decisiones no podrán ser impedidas en forma



La revisión de la Constitución de 1999

alguna por “los poderes constituidos”. En fin, en el logro del mencionado
objeto la Asamblea Nacional Constituyente actúa como Poder Constituyente
originario, por ende, al margen de la Constitución vigente en el momento en
que inicia su funcionamiento.

Ahora bien, ya describimos la situación originada en el ejercicio del Poder
Constituyente, cuando está vigente un texto constitucional, lo que lleva a plan-
tear serios problemas jurídicos como son: i. La determinación del cometido de
la Asamblea Constituyente, único: finalmente sancionar la nueva Constitución,
o múltiple: además asumir funciones de los poderes constituidos, dictar actos
constituyentes después de promulgada la nueva Constitución, etc.; ii. la deter-
minación, en caso de que el cometido sea múltiple, de la extensión de las com-
petencias de la Asamblea Nacional Constituyente; iii. la determinación de si
la Constitución vigente debe erigirse en un límite del Poder Constituyente; 
iv. la determinación del órgano competente, así como de las bases normativas
pertinentes, para resolver los eventuales conflictos que se susciten entre el Poder
Constituyente y los poderes constituidos; y v. la admisión de la figura de los
denominados “actos constituyentes” y, en el caso de que tengan naturaleza
normativa, determinar si constituirán un régimen transitorio de rango consti-
tucional, es decir, si se convertirán en una Constitución paralela.

Cabe añadir que la intención del constituyente fue precisamente no dar respues-
tas explícitas a tales interrogantes porque tal vez pensó que no era posible deli-
mitar la forma de actuación de un Poder Originario; sin embargo, contrario a
esta línea de razonamiento, lo conceptuaron como un poder de revisión origi-
nario (artículo 347), razón por la cual sometió a “los poderes constituidos” a
sus decisiones, al pautar que no podrán en forma alguna impedir las decisiones
de la Asamblea Nacional Constituyente (artículo 349); concepción que supone
una ruptura ostensible del marco teórico del Poder Constituyente originario.
Por tanto, consideramos que, sobre la base de esa concepción de la Asamblea
Nacional Constituyente, todos los problemas antes planteados serán resueltos
siguiendo el modelo empírico impuesto por la Asamblea Nacional Constitu-
yente de 1999-2000.
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2.3.3.4. Límites
En estricta puridad conceptual el Poder Constituyente originario o revolucio-
nario carece de límites materiales o procedimentales, salvo los que el mismo
pudiere establecerse, ya que como afirma la doctrina alemana posee la com-
petencia de las competencias. Sin embargo, es necesario señalar que existe
una postura doctrinaria que aboga por proponer límites infranqueables por el
Poder Constituyente, pero ciertamente, desde la mera “ortodoxia conceptual”
tal tendencia, por muy bien intencionada que pueda ser y por muy relevantes
que sean los límites que se propongan, debe ser soslayada, porque ello impli-
caría no relativizar el concepto como se afirma, sino desnaturalizarlo, en vir-
tud de que el Poder dejaría de ser de facto, porque pasaría a operar en el
marco de unos supuestos límites del ordenamiento nacional o internacional,
y por ende, dejaría de ser ilimitado.

Entre esos límites señala Combellas14 a los derechos humanos, máxime después
de su universalización con la aprobación de la Declaración de los Derechos
Humanos de las Naciones Unidas de 1948; al sistema democrático expresado en
los principios mayoritario y minoritario (derecho a disentir y prohibición de la
exclusión), al principio de participación en la gestión de los asuntos públicos,
bien directamente o mediante representantes, y el de separación de poderes, así
como los límites originados en la pertenencia a la comunidad internacional, que
imponen la suscripción de tratados en diversas materias, los cuales deberían ser
respetados por el Poder Constituyente.

Insistimos en que esta tesis sobre los límites del Poder Constituyente origina-
rio atiende a los urgentes requerimientos propios de un mundo globalizado,
que propugna la convivencia pacífica sobre la base de reglas mínimas necesarias,
de carácter universal, en cualquiera de los países que lo forman, pero los mismos
nunca podrán en la realidad responder a reglas jurídicas, pese a la existencia de
los señalados tratados internacionales, sino más bien a reglas políticas o morales,
pues parece obvio que cualquier Estado, mediante los mecanismos propios del
Derecho Internacional se puede desvincular de los mencionados tratados,

14 Combellas: ob. cit., p. 253.
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e igualmente puede repudiar la forma democrática, como ocurrió durante
mucho tiempo en la extinta Unión Soviética y sus Estados satélites, y como
ocurre actualmente en Corea del Norte y Cuba.

En fin, es deseable que cada día se impongan por la fuerza de la globalización,
en el buen sentido del término, también de facto, los mencionados límites al
Poder Constituyente originario, pero insistimos en que nada obsta para que este,
debido a su carácter ilimitado se desvincule de los mismos, inclusive corriendo
el riesgo de que el respectivo Estado sea sometido a sanciones internacionales
(aislamiento, repudio, calificación de parias, de Estado forajido, etc.).

2.3.3.5. Procedimiento de sanción y sometimiento
a referendo de la Constitución
La Constitución omite delinear un procedimiento para la convocatoria y elec-
ción de la Asamblea Nacional Constituyente, limitándose únicamente a señalar
sobre quién recae la iniciativa. Así, dispone el artículo 348 constitucional, que
la iniciativa de convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente puede ejer-
cerla el presidente de la República en Consejo de Ministros, la Asamblea
Nacional, mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, los
Consejos Municipales en cabildo, mediante el voto de las dos terceras partes de
los mismos, y el 15 % de los electores inscritos en el Registro Civil y Electoral.

En ese orden de ideas, es necesario señalar que en las democracias modernas
rige el principio según el cual sin soberanía popular no es posible la existen-
cia del Poder Constituyente, por lo que la forma usual de manifestarse este,
una vez destruido o derogado el ordenamiento constitucional anterior, es la
convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente o de una Convención
Constituyente, mediante métodos democráticos, esto es, elegida sobre la base
del principio del sufragio universal, directo, secreto e igual, para que discuta
el anteproyecto de Constitución, y una vez sancionado lo someta al pueblo
para su aprobación o rechazo mediante referendo. Es decir, que de esta manera
el pueblo como titular del Poder Constituyente lo ejerce directamente, cuando
elige a sus representantes en la Asamblea o Convención, y cuando se pronuncia
sobre la aprobación o rechazo de la Constitución propuesta por la Asamblea.
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En los tiempos actuales, debido a la trascendencia de la decisión de conformar
un nuevo orden político y jurídico, se impone que la manifestación del Poder
Originario no se reduzca al nombramiento de los representantes del pueblo, para
integrar la Convención o Asamblea, sino que vaya mucho más allá: que le
corresponda la decisión última sobre la aprobación de la Constitución, de tal
manera que este es el paso fundamental en cualquier procedimiento destinado 
a instituir un Poder Constituyente originario, razón por la cual, aun cuando la
Constitución no lo prevea, debería interpretarse que está implícito en la misma.

Esta al parecer fue la tesis que se impuso en la Asamblea Nacional Constitu-
yente, pues en la sesión del 09 de noviembre de 1999, resultó aprobada una
disposición presentada por la respectiva Comisión, en los siguientes términos:
“La Constitución que redacte la Asamblea Constituyente será sometida a
referendo dentro de los treinta (30) días siguientes a su aprobación. La Cons-
titución quedará definitivamente aprobada si el número de votos afirmativos
es superior al número de votos negativos”. Cabe advertir que el único que se
opuso a la inclusión de este precepto, por razones que no es el caso enunciar,
y propuso que fuese suprimido fue el constituyente Jaua, proposición que por
supuesto fue rechazada. Ahora bien, pese a que la disposición se mantuvo
inalterada durante la segunda discusión del 14 de noviembre de 1999, e igual-
mente en la discusión del 15 de noviembre de 1999, relativa al informe pre-
sentado en la Comisión Especial de Consenso designada por la Asamblea,
insólitamente no figura en el texto de la Constitución, produciéndose un fla-
grante desconocimiento de la voluntad de la Asamblea relativa a la regla antes
enunciada sobre la aprobación de la Constitución sancionada por la Asamblea
Constituyente, por el verdadero Poder Constituyente originario, el pueblo
mediante referendo, configurándose de esa manera un absurdo lógico y cons-
titucional, porque tanto la enmienda como la reforma, que son verdaderas
medios de revisión constitucional, pero desde luego de mucha menor entidad
que la nueva Constitución, en virtud de que no afectan la estructura funda-
mental de la Constitución revisada, sí deben ser sometidas a referendo.

No resulta válido el argumento de que la Asamblea Nacional Constituyente
es elegida por el pueblo, porque tal elección comporta el otorgamiento de una
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representación para el cumplimiento de un mandato trascendental, como es la
sanción de una nueva Constitución, que requiere la necesaria verificación de
ese cumplimiento, por el pueblo como Poder Constituyente originario, tal
como lo define el propio artículo 347 constitucional; de allí, pues, que pese a la
omisión de la norma en los términos antes explicitados, luce lógico que se impon-
ga la tesis de la exigencia del sometimiento de la nueva Constitución a referendo.

2.3.3.6. Promulgación y publicación de la nueva Constitución
Como ya dijimos, a diferencia de lo que ocurre con la enmienda y la reforma, la
Constitución omite, salvo en cuanto concierne a la iniciativa, el procedimiento
que deberá seguirse para la aprobación de la nueva Constitución. En lo tocante
a la promulgación y publicación observamos que estas fases pudieran asociarse a
la norma prevista en el artículo 349 constitucional, según el cual el presidente
de la República “no podrá objetar la nueva Constitución”, puesto que la obje-
ción o “veto” presidencial” procede en el marco del procedimiento legislativo a
la promulgación y publicación de las leyes. Sin embargo, pareciera que esa no
es la voluntad reflejada en la Constitución, porque este texto cuando quiso dis-
ponerlo así, lo hizo en términos muy concretos en el artículo 346 para el caso de
las enmiendas y las reformas, el cual pauta: “El Presidente o Presidenta de la
República estará obligado u obligada a promulgar las enmiendas o reformas
dentro de los diez días siguientes a su aprobación…”.

Esta postura interpretativa puede dar lugar a una tesis alternativa, según la
cual la voluntad de la Constitución, es que una vez sancionada la Constitu-
ción, en vista de la inexistencia formal del referendo popular, la propia Asam-
blea Nacional Constituyente debe proceder a promulgarla y a publicarla en la
Gaceta Oficial de la República Bolivariana, o en la “Gaceta de la Asamblea
Nacional Constituyente”. Inclusive la opción de que pueda ser publicada en
la Gaceta de la Asamblea refuerza la tesis acerca de la competencia de esta
para promulgar y publicar la Constitución, máxime si se toma en cuenta que
al no preverse el referendo, no se corre el riesgo que para el momento de la
promulgación y publicación ya se haya disuelto. Por lo demás, la tesis bajo
examen podría encontrar su fundamento en el artículo 349 segundo aparte
constitucional, el cual pauta “… Una vez promulgada la nueva Constitución
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esta se publicará en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Vene-
zuela o en la Gaceta de la Asamblea Nacional Constituyente”, que por cierto
fue el procedimiento seguido en el caso de la vigente Constitución.

2.4. Del control judicial del Poder de revisión en Venezuela
Según Brewer15, el ejercicio del Poder de revisión encuentra sus límites en la
propia Constitución, virtud del principio de supremacía constitucional, razón
por la cual los actos que resulten de ese ejercicio deberían estar sujetos a con-
trol de constitucionalidad por las respectivas jurisdicciones constitucionales.
Sin embargo, dicho autor considera que la única excepción que podría plan-
tearse en principio, se configuraría en los casos de aprobación de las refor-
mas o enmiendas mediante referendo o consulta popular y en consecuencia
primaría el principio de soberanía, salvo disposición constitucional expresa
en contrario.

En ese orden de ideas, observamos que el texto constitucional no prevé nin-
gún supuesto en tal sentido, y al respecto Chavero16 destaca que la Sala Cons-
titucional del Tribunal Supremo de Justicia mediante sendas decisiones 
(Nº 1974 del 23 de octubre de 2007 y Nº 2108 del 07 de noviembre de 2007),
declaró “improponible” los recursos de nulidad por inconstitucionalidad
interpuestos contra el acto de fecha 02 de noviembre de 2007, dictado por la
Asamblea Nacional, mediante la cual sancionó la Reforma Constitucional
tramitada a iniciativa del presidente de la República, así como contra la Reso-
lución Nº 071102-2862, dictada, en la misma fecha, por el Consejo Nacional
Electoral, por medio de la cual convocó a la realización del referendo aproba-
torio de la Reforma Constitucional para el 02 de diciembre de 2007, sobre la
base de que se trataba de actos preparatorios que se encontraban vinculados
a la consecución de un acto referendario aprobatorio o improbatorio, el cual
es el que reviste carácter de definitivo.

15 Brewer Carías: ob. cit. (Estudios sobre el Estado…), p. 722.
16 Chavero, Rafael: “El control judicial de la Reforma Constitucional”. En: Revista de

Derecho Público. N° 112. Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2007, pp. 337-342.
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Por esa razón, siendo actos de trámite y, no definitivos, resultaban inimpug-
nables de forma separada e independiente del acto definitivo. En consecuencia,
la Sala consideró que la pretensión incoada por los accionantes no se correspon-
día (ni podría corresponderse) con ninguno de los supuestos que integran los
enunciados normativos contentivos de potestades jurisdiccionales atribuidas 
a esa Sala Constitucional previstas en el artículo 336 de la Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela.

De la anterior tesis jurisprudencial, el citado autor infirió que en criterio de la
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la impugnación solo
podía realizarse una vez que se hubiese ejercido la consulta popular sobre el
proyecto de enmienda o reforma, pasando a ser un “control judicial post mortem”,
y en tal sentido, se adhirió a la tesis sostenida por el magistrado Cabrera, en su
voto salvado, quien sostuvo que se trataba de un acto particular del Poder
Legislativo que, como todo acto que emana directamente de la Constitución,
estaba sujeto a impugnación jurisdiccional ante esta Sala, ya que todo acto
emanado del Poder Público en ejecución directa e inmediata de la Constitu-
ción, si colide con ella, a tenor del numeral 4 del artículo 336 constitucional,
podía ser impugnado por vicios nulidad ante esa Sala.

En todo caso, independientemente de la tesis a la cual se adhieran los lecto-
res, lo que pareciera razonable, como sostiene Brewer, es que una vez apro-
bada la enmienda o reforma a través del referendo no sería posible someter su
revisión a la jurisdicción constitucional, pues pasan a formar parte del texto
constitucional, configurando una situación que origina las siguientes interro-
gantes: ¿cómo podría cuestionarse la constitucionalidad de la Constitución?
¿Con base en qué parámetro de constitucionalidad se realizaría el examen de
compatibilidad del texto constitucional, si este es la máxima norma del orde-
namiento jurídico? o ¿si acaso la Sala Constitucional tendría competencia
para tal fin, en el entendido de que esta solo puede examinar la constitucio-
nalidad de actos con rango de ley o ejecución directa del texto constitucional?
Por tanto, no quedaría más que someterse a la Constitución reformada 
o enmendada, tal como ocurrió con la enmienda de 2009.

* * *
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Resumen: El autor reflexiona sobre los diversos medios de revisión constitu-
cional, para ello, después de sentar las bases de lo que debe entenderse por
Poder Constituyente originario y constituido, desarrolla cada figura regulada
en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, a saber: la
enmienda, la reforma y la Asamblea Nacional Constituyente. Sobre las dos
primeras visualiza dificultades para precisar sus límites y las diferencias que
deben poseer en razón de su regulación expresa, también adereza sus medita-
ciones comentando los recientes procesos de enmienda y reforma al cual se
sometió la Constitución de 1999. Sobre la Asamblea Nacional Constituyente
sostiene que la figura posee disonancias, ya que se configura en el texto cons-
titucional como expresión del Poder Constituyente constituido, siendo doctri-
nariamente e históricamente una figura propia del Poder Constituyente
originario, lo cual en definitiva origina conflictos evidentes con el estado de
derecho y los poderes públicos constituidos. Palabras clave: Poder de revi-
sión de la Constitución, enmienda, reforma, Asamblea Nacional Constituyente.
Recibido: 08-01-2015. Aprobado: 13-02-2015.


